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1. Antecedentes y cuestiones planteadas 
El asunto cuyo estudio nos ocupa, versa sobre la regularización tributaria practicada a la 
empresa española que actuó como promotora del Grupo U2 en relación con dos 
conciertos celebrados en Madrid y Barcelona durante el ejercicio 1997. 
Especial interés reviste, en este sentido, el contrato suscrito el 13 de junio de 1997 entre 
la entidad española y la sociedad holandesa Concert Productions International, BV, 
que, junto con otras sociedades, ostenta la titularidad exclusiva de las apariciones  
públicas en concierto de los músicos componentes del Grupo U2, así como de todos los 
derechos y elementos de producción relacionados con ellas. 
De acuerdo con el citado contrato, estas sociedades pondrán a disposición de la entidad 
española, en exclusividad y como promotora, la actuación, producción y cualesquiera 
otros derechos, servicios y materiales necesarios para la realización de las actuaciones 
del Grupo U2 en su gira por España. Tales servicios engloban, entre otros: los servicios 
del grupo musical; los elementos de producción de los conciertos, incluyendo sonido, 
luces, escenario, vídeo y equipo láser; la organización y servicios de consultoría que se 
presten fuera de España en relación con los conciertos; y cualesquiera otros derechos, 
servicios o materiales que se requieran en relación con las actuaciones artísticas 
mencionadas. 
Como retribución de tales prestaciones, la empresa española se obliga a satisfacer, 
conforme al artículo 6.a) del contrato, unos honorarios de 2.700.000 dólares. Si bien en 
el articulado del contrato no se identifica en ningún momento a las sociedades que, 
junto a la empresa holandesa, contratan con la promotora española, tales sociedades sí 
aparecen perfectamente identificadas en las distintas facturas emitidas, cuyo importe 
total se corresponde con los honorarios globales pactados en el referido contrato. 
De esta manera, al margen de las dos facturas emitidas por la sociedad dublinesa 
Eventcorp Limited, en concepto de cobro por la prestación de los servicios artísticos del 
Grupo U2 en territorio español, existen las siguientes facturas: 
- Dos facturas, por importe de 600.000 dólares cada una y con la misma fecha que 
las anteriores, emitidas por la sociedad Remond Limited, también domiciliada en 
Dublín. A tenor de lo dispuesto en ellas, los servicios prestados consisten en la 
producción de los conciertos de Madrid y Barcelona, incluyendo el sonido, luz, 
escenario, láser y vídeo.  
- Otras dos facturas, de idéntica fecha y por importe de 78.000 dólares cada una, 
emitidas por la sociedad Brenwell Limited, con domicilio social en Dublín. 
Según consta en las mismas, tal contraprestación se satisfizo por la prestación de 
los servicios de organización y consultoría en relación con los conciertos 
antedichos. 
- Dos facturas adicionales, emitidas por la sociedad holandesa Concert 
Productions International, BV, que ascienden a 360.000 dólares cada una, por 
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los servicios de reservas y promoción de los conciertos del grupo de música 
irlandés en Madrid y Barcelona. 
Conviene destacar que, de todos los pagos reflejados en las líneas anteriores, 
únicamente fueron sometidos a tributación en España, por obligación real en el 
Impuesto sobre sociedades (en adelante, IS), los dos pagos efectuados a la sociedad 
Eventcorp Limited, por ser los que retribuían la prestación de los servicios artísticos del 
Grupo U2 en territorio español. Por tal motivo, la cuestión nuclear que se plantea en el 
recurso analizado consiste en dirimir si los pagos realizados a las sociedades irlandesas 
Remond Limited y Brenwell Limited, por la prestación de servicios relativos a la puesta 
en escena y dirección de los conciertos, respectivamente, están o no sujetos a gravamen 
en España. 
En este orden de ideas, con fecha 13 de junio de 2001, la Inspección tributaria formalizó 
una acta de disconformidad, por el concepto y período mencionados, a la entidad 
promotora española, en su condición de pagadora y, por tanto, de responsable solidaria 
del ingreso de la deuda tributaria. Confirmada dicha propuesta mediante acuerdo de 
liquidación dictado por el Inspector jefe, la interesada interpuso la oportuna reclamación 
económico-administrativa ante el Tribunal económico-administrativo regional (en 
adelante, TEAR) de Madrid, que acordó la desestimación de la misma. 
En discrepancia con ello, la sociedad española recurrió contra dicha resolución ante el 
Tribunal económico-administrativo central (en adelante, TEAC) que, sin embargo, 
confirmó el acuerdo del TEAR de Madrid, mediante la desestimación del recurso de 
alzada. 
Una vez agotada la vía administrativa, la entidad española interpuso recurso 
contencioso-administrativo ante la Audiencia Nacional (en adelante, AN) que, en 
Sentencia de 28 de enero de 2010, estimó el recurso planteado y declaró nula la 
Resolución del TEAC, por no ser conforme a Derecho. 
El Abogado del Estado interpuso entonces recurso de casación contra la Sentencia de la 
AN, que fue admitido por el Tribunal Supremo (en adelante, TS) mediante Auto de 22 
de julio de 2010 en relación con Remond Limited, pero no por lo que respecta a 
Brenwell Limited, en la medida en que la cuota tributaria correspondiente a los pagos 
efectuados a esta última no superaba el límite mínimo fijado legalmente para acceder al 
recurso de casación. 
2. La interpretación del artículo 17.2 del convenio de doble imposición entre 
España e Irlanda 
2.1. Sentencia de la Audiencia Nacional de 28 de enero de 2010: tesis del contrato único 
con prestaciones fiscalmente diferenciables 
Frente a la postura del TEAC, sustentada asimismo por el TEAR de Madrid en 
resolución previa, que entiende que los pagos efectuados a las sociedades irlandesas se 
refieren a la actuación del grupo musical en su gira por España durante 1997 y, en 
consecuencia, retribuyen dicha actuación, facilitada por tales entidades no residentes; la 
entidad española recurrente defiende la calificación como “beneficio empresarial”, 
conforme al artículo 7 del Convenio entre España e Irlanda para evitar la doble 
imposición internacional de 1994 (en adelante, CDI), de tales retribuciones, en el 
entendimiento de que entre todas las rentas derivadas de los conciertos se ha de 
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diferenciar1 entre las que retribuyen una manifestación del artista, y las que no, ya que 
sólo las primeras deben someterse a gravamen en España de acuerdo con el artículo 
17.2 del citado convenio. 
Llegados a este punto, procede examinar el marco jurídico aplicable a la situación 
controvertida. En el plano convencional, el artículo 17 del CDI entre España e Irlanda 
dispone lo siguiente: “1. No obstante las disposiciones de los artículos 14 y 15, las 
rentas que un residente de un Estado contratante obtenga de su actividad personal en el 
otro Estado contratante en calidad de artista del espectáculo, actor de teatro, cine, radio 
o televisión, o músico, o como deportista, pueden someterse a imposición en ese otro 
Estado. 2. No obstante las disposiciones de los artículos 7, 14 y 15, cuando las rentas 
derivadas de la actividad personal realizada por un artista o deportista en esa calidad se 
atribuyan, no al propio artista o deportista, sino a otra persona, dichas rentas pueden 
someterse a imposición en el Estado contratante en el que se realicen las actividades del 
artista o deportista. 3. (…)”. 
Como es sabido, el apartado 2 del artículo 17 del Convenio hispano-irlandés, a imagen 
y semejanza del Convenio Modelo de la Organización de cooperación y desarrollo 
económico (en adelante, CM OCDE), alberga una cláusula antielusión, destinada a 
impedir la utilización de sociedades interpuestas no residentes para cobrar las rentas 
generadas en España por los artistas y deportistas. En ausencia de esta cláusula, tales 
rentas tributarían, según el artículo 7 del CM OCDE, en el Estado de residencia de las 
sociedades. Al amparo de lo dispuesto en el artículo 17.2, por el contrario, se levanta el 
velo de la sociedad y se grava directamente al artista o deportista, imputándole las 
rentas y sujetándole a tributación en el país donde las ha obtenido. 
Obviamente, el artículo citado debe interpretarse de conformidad con los Comentarios 
al CM OCDE, cuya relevancia -pese a carecer de efecto vinculante- ha sido reconocida 
por el TS español a través de diversos pronunciamientos, como el de 15 de octubre de 
2009. 
En esta línea, cabe hacer referencia a los apartados 7 y 8 de los Comentarios al artículo 
17.1 CM OCDE, en los que se precisa que: “7. Las rentas percibidas por un empresario, 
etc… por la organización de la actuación de un artista o de un deportista no se incluyen 
en el ámbito de este artículo, si bien cualquier renta que perciban por cuenta del artista o 
del deportista sí son abarcadas por este artículo”; “8. El apartado 1 del artículo 17 del 
Modelo de Convenio vigente se aplica a las rentas percibidas directa o indirectamente, a 
título individual, por un artista o deportista. En ciertos casos la remuneración no es 
abonada directamente a la persona que realiza el espectáculo o a su empresario o agente. 
Cuando la legislación de un Estado permite hacer abstracción de dichas entidades y 
tratar las rentas como si fueran percibidas directamente por el individuo, el apartado 1 
permite al Estado donde se ha desarrollado el espectáculo exigir la renta percibida por la 
entidad a favor del individuo por razón de ese espectáculo, aun cuando dicha renta no le 
sea abonada efectivamente en forma de remuneración”. 
Importancia incuestionable encierran, asimismo, los Comentarios al artículo 17.2 del 
CM OCDE y, en particular, el parágrafo 11 de dichos Comentarios, que habilita a los 
Estados miembros de la OCDE cuyos CDI no contengan la cláusula del apartado 2 -
antes aludida-, como es el caso del Tratado entre España y Holanda, siempre que su 
legislación interna se lo permita, a aplicar el artículo 17.1 y, por consiguiente, someter a 
                                                            
1 En este sentido, cabe señalar que la Inspección de los tributos no entró a determinar la naturaleza y el 
carácter de los servicios prestados. 
 60 
 
tributación las rentas derivadas de la actuación personal del artista o deportista. En otros 
términos, se consagra de este modo la interpretación dinámica admitida -aunque con 
matices- por el Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE y por la propia doctrina 
administrativa y jurisprudencia española2. 
Descendiendo a la normativa interna española, cabe advertir que desde la aprobación 
del Reglamento del Impuesto sobre la renta de las personas físicas mediante el Real 
Decreto 1841/1991 y, en concreto, de la articulación de una norma antiabuso en su 
artículo 70.1.e), la realidad española encaja con la previsión del Comentario nº 11 al 
artículo 17, en el sentido de posibilitar la aplicación de la normativa doméstica a fin de 
evitar la elusión fiscal mediante la interposición de entidades no residentes, en el 
contexto del artículo 17 del CDI entre España y Holanda. 
De hecho, el posicionamiento adoptado por el Estado español en el artículo 70.1.e) del 
Reglamento del IRPF de 1991, resultó confirmado posteriormente por la Ley del IS 
vigente desde 1996, en la que se aloja una cláusula similar, e incluso más amplia, por 
cuanto también considera gravables los rendimientos indirectamente relacionados con 
las actuaciones artísticas que se atribuyan a sociedades interpuestas entre el artista y el 
pagador de los rendimientos3. 
La entidad recurrente entendió, no obstante, que únicamente los pagos facturados por 
Eventcorp Limited, en relación con los servicios de los artistas, eran los que estaban 
comprendidos entre los rendimientos descritos en el artículo 17 del CDI hispano-
irlandés. En contraste, los importes satisfechos a las otras dos compañías irlandesas por 
los trabajos de “puesta en escena” y “dirección” de los conciertos, deben reconducirse, 
en su opinión, al artículo 7 del indicado CDI, atinente a los “beneficios empresariales” y 
cuya tributación cae fuera del ámbito de la normativa nacional, al tratarse de 
rendimientos obtenidos por sociedades sin establecimiento permanente en España, al 
igual que sucede con las cantidades percibidas por la empresa holandesa, de acuerdo 
con el artículo 7 del CDI entre España y Holanda. 
Y ésta es, precisamente, la tesis que acoge la AN4, cuya virtualidad reside en aclarar 
que, aunque nos encontremos ante un contrato de contenido único, es preciso distinguir 
entre las diferentes prestaciones que lo integran, susceptibles a su vez de una 
calificación fiscal (cánones, beneficios empresariales y rentas artísticas) distinta en 
función de su naturaleza. 
La AN considera que no todas las rentas derivadas de las prestaciones incluidas en el 
contrato de contenido complejo suscrito por las partes, pueden calificarse como “renta 
artística”. Y ello porque el artículo 17 del CDI hispano-irlandés así lo dispone 
expresamente, al considerar únicamente como tales a aquellas que se obtengan por el 
artista como resultado de su actividad personal. Este último extremo se erige, por tanto, 
en requisito esencial, debiendo existir un nexo causal entre actuación y renta obtenida -
ya sea esta obtención directa o indirecta por parte del artista- para que estemos ante un 
“rendimiento artístico” en los términos del artículo 17 mencionado. 
                                                            
2 Ribes Ribes, A.: “Recent application of the dynamic interpretation for royalties by the Spanish Tax 
Administration”, en Intertax, vol. 38, nº 1, 2010, págs. 21-30. 
3 Véase, en esta dirección, la STS de 11 de junio de 2008. 
4 Sentencia de la AN (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 2ª), de 28 de enero de 2010. 
Recurso contencioso-administrativo nº 152/2007. 
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De conformidad con este razonamiento, la AN concluye que sólo las rentas obtenidas 
por la actuación personal de los artistas (esto es, las abonadas a Eventcorp Limited) 
tienen la consideración de “rentas artísticas” en el sentido del artículo 17, con 
independencia de que se hayan obtenido por aquéllos de forma directa o indirecta; 
mientras que las rentas por otros servicios complementarios a la actuación artística y, 
lógicamente, relacionados con ésta, pero diferentes de los rendimientos artísticos 
“puros”, quedan a extramuros de dicha calificación fiscal, debiendo encuadrarse, antes 
bien, en la categoría de “cánones” o en la de “beneficios empresariales”. 
En base a estos argumentos, la AN estima el recurso contencioso-administrativo contra 
la resolución dictada por el TEAC, declarándola nula por no ser conforme a Derecho. 
2.2. Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de diciembre de 2012: tesis del contrato único 
con idéntica calificación de las prestaciones 
Teniendo en cuenta los hechos controvertidos, el TS5 construye su argumentación 
basándose en el artículo 17.2 del CDI hispano-irlandés. Recuerda, en este sentido, la 
finalidad con la que se introdujo esta cláusula antielusión; aspecto éste que enfatiza -por 
entender que coincide con el presente asunto-, lo que le lleva a concluir que, dado que 
estamos ante un único contrato y pago, las rentas satisfechas, ya sean pagadas 
directamente al artista, ya a una sociedad interpuesta, deben gravarse en el Estado de la 
fuente (España), de acuerdo con lo dispuesto en el mencionado artículo. En apoyo de 
esta tesis y, frente a la posición defendida por la AN, el TS considera como única norma 
convencional aplicable, el artículo 17.2, pues así se establece expresamente en el 
mismo, señalándose que esta cláusula primará sobre la aplicación de los artículos 7, 14 
y 15 del tratado bilateral. 
Efectivamente, esta prevalencia del artículo 17.2 del citado CDI resulta incuestionable; 
sin embargo, el TS no interpreta correctamente dicho artículo, cuya letra se refiere de 
manera explícita a “las rentas derivadas de la actividad personal realizada por un artista 
o deportista en esa calidad”, y no, como declara el Alto Tribunal, a todas las rentas 
relacionadas con la actuación artística de que se trate. 
El error del TS radica, a nuestro juicio, en que centra su hilo argumental en el contenido 
de la cláusula antiabuso y, concretamente, en el hecho de que las rentas se atribuyan, no 
al propio artista, sino a otra persona. Dada la concurrencia de estas circunstancias, el TS 
no se detiene ya a analizar si las rentas derivan de la actividad personal del grupo 
musical o de servicios colaterales, relacionados con dicha actuación artística. Como se 
ha subrayado en líneas anteriores, la existencia de un solo pago y de un único contrato 
guían también al TS en la dirección errónea, que culmina en la casación de la sentencia 
de la AN, tras atribuir la misma naturaleza a todas las rentas satisfechas y considerar, en 
suma, que los pagos efectuados a la sociedad irlandesa Remond Limited deben gravarse 
en España. 
En nuestra opinión, se trata de un pronunciamiento desafortunado, en el que el TS no 
sólo no interpreta correctamente el tenor literal del artículo 17.2 del CDI hispano-
irlandés sino que, además, desconoce el dictum del propio artículo 17.2 del CM OCDE 
(que, paradójicamente, sí cita en su Fundamento de Derecho quinto), en el que se 
inspira el primero, y que reza como sigue: “No obstante las disposiciones de los 
artículos 7, 14 y 15, cuando las rentas derivadas de las actividades realizadas por un 
artista o deportista personalmente y en esa calidad se atribuyan, no al propio artista o 
                                                            




deportista, sino a otra persona, tales rentas pueden someterse a imposición en el Estado 
contratante en el que se realicen las actividades del artista o deportista” (el subrayado es 
nuestro). 
A mayor abundamiento, el TS identifica erróneamente, desde nuestro punto de vista, las 
previsiones del Derecho interno español con lo dispuesto a nivel convencional. Así, 
dispone en el penúltimo párrafo de su Fundamento de Derecho quinto que: “Vemos, 
pues, que tanto la Ley del Impuesto sobre Sociedades como el Convenio para evitar la 
doble imposición con Irlanda han introducido, siguiendo las pautas dadas por la OCDE, 
una cláusula antielusión fiscal que pretende evitar el que se deje sin gravamen en el 
Estado de la fuente, es decir, en el territorio en el que el artista desarrolla su actuación, 
los rendimientos procedentes de esa actuación por el mero hecho de que figuren, no 
como rendimientos directos de esa actuación, sino como rendimientos que podríamos 
denominar indirectos y en consecuencia no atribuidos al propio artista sino a otra 
persona”. 
Tal afirmación del Tribunal no resulta acertada, pues, si bien es cierto que tal es el 
mandato del artículo 45.1.d) de la Ley 43/1995 (que se corresponde en la actualidad con 
el artículo 13.1.b.3º del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No 
Residentes), éste no coincide con lo dispuesto en el artículo 17.2 del citado CDI. 
A diferencia de la normativa interna (que no es aplicable en el caso examinado, al 
existir una norma convencional y, por tanto, de mayor rango jerárquico), según la cual 
se consideran rentas obtenidas en territorio español a efectos de gravamen por 
obligación real, “los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de la actuación 
personal en territorio español de artistas o deportistas, o de cualquier otra actividad 
relacionada con dicha actuación, atribuidos a entidades”; el artículo 17.2 del CDI 
hispano-irlandés, como ya se ha destacado reiteradamente, circunscribe su ámbito de 
aplicación a las rentas derivadas de la actuación personal del artista en dicha calidad. 
Por tal motivo, discrepamos del parecer expresado por el TS en el presente asunto que, 
lejos de efectuar un diagnóstico certero de las distintas prestaciones contenidas en el 
contrato suscrito y, por ende, de su diversa calificación y tratamiento fiscal, aplica 
incorrectamente el artículo 17.2 del CDI y engloba en él la totalidad de los pagos 
satisfechos, en el entendimiento de que, en definitiva, todos ellos remuneran en 
conjunto la gira del Grupo musical U2 en España. 
3. Reflexiones finales 
Desde un punto de vista crítico y, adicionalmente a cuanto se ha expuesto, son varias las 
reflexiones que conviene efectuar. La primera versa sobre la interpretación dinámica y 
su hipotética proyección sobre el caso analizado. 
Tal y como se pone de manifiesto en la sentencia de la AN, el Comentario nº 11 al 
artículo 17 del CM OCDE permite a los Estados miembros cuyos tratados bilaterales no 
prevean (debido a su antigüedad) el segundo apartado, siempre que su normativa interna 
sí lo contemple, la posibilidad de interpretar de forma dinámica dicho artículo, 
entendiendo incluida dicha cláusula antiabuso en el seno del CDI. 
No es éste, como ya hemos advertido, el caso del CDI hispano-irlandés, que sí alberga 
ya dicho apartado segundo que, además, no resulta coincidente con la normativa interna, 
por ser esta última más amplia. 
Ahora bien, si en lugar de considerar las prestaciones por separado -en función de las 
sociedades participantes-, el TS hubiera apreciado la existencia de una única relación 
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contractual (lo cual no resulta descabellado, a la vista del único contrato y pago 
efectuado), a saber, la establecida entre la promotora española y la entidad holandesa 
suscriptora del contrato, el CDI aplicable hubiera sido el hispano-holandés. Dicho 
tratado bilateral no contiene, a diferencia del CDI entre España e Irlanda, el apartado 
segundo del artículo 17, razón por la cual el TS hubiera podido invocar legítimamente, 
en base a la interpretación dinámica6, la aplicación del artículo 45.1.d) de la LIS y, 
ahora sí, de acuerdo con la referencia que incluye esta norma tanto a las rentas derivadas 
de la actuación personal del artista, como a las obtenidas de actividades relacionadas 
con tal actuación, sostener válidamente el efectivo gravamen de las mismas por el Fisco 
español. 
Desde nuestra perspectiva, siguiendo este hilo conductor el Alto Tribunal hubiera 
llegado a la misma conclusión alcanzada con la sentencia examinada, pero a través del 
camino correcto. 
La segunda reflexión al respecto, se centra en la referencia que efectúa el TS a la 
Sentencia de la AN de 13 de abril de 2000, relativa a la interpretación del artículo 17.2 
del CDI entre España y el Reino Unido en un supuesto similar7. Se trata, sin duda, de un 
precedente desafortunado, al que no obstante recurre el TS para poner de relieve la 
incongruencia de la AN. Ciertamente, ésta declaró la sujeción en España de todas las 
rentas con independencia de su naturaleza y a pesar de que, en contraste con el presente 
caso, sí existían dos contratos, que evidenciaban todavía más, si cabe, la distinta 
procedencia de las rentas, al derivar unas de la actuación personal del artista y otras, por 
el contrario, de servicios complementarios a dicha actividad.  
A nuestro juicio, con todo, la inconsistencia en la que incurre la AN, denunciada por el 
TS, resulta menos criticable que el resultado erróneo al que llega este último, pues, al 
menos, la AN vislumbra en esta ocasión la necesidad de distinguir, en un contrato 
global de contenido complejo, las diversas prestaciones que lo integran y, en buena 
lógica, el distinto tratamiento tributario consiguiente; en contra de la solución alcanzada 




6 Véanse, en este sentido, entre otras, las Sentencias del TS de 11 de junio de 2008, 13 de abril de 2011 y 
28 de marzo de 2012. 
7 Sentencia de la AN (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 2ª) de 13 de abril de 2000 (Recurso 
210/1997), confirmatoria de la Resolución del TEAC de 20 de noviembre de 1996. 
